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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN  

 

SALA DE DECISIÓN LABORAL 

Medellín, veinticinco (25) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

  

No se accede al trámite preferencial solicitado por la parte demandante.  

 

Ha de precisarse además que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia 

en la sentencia STL 8898 – 20217 de 7 de julio de 2021, Radicado 63.536, señaló: 

 

“…se debe recordar que, en los casos de peticiones interpuestas ante autoridades judiciales, estas se 

deben diferenciar según su finalidad, dividiéndolas para estos efectos en las propiamente 

jurisdiccionales y las administrativas. Así, en lo atinente a las primeras, las mismas se encuentran 

reguladas por los Radicación n.° 63536 SCLAJPT-11 V.00 9 términos procesales previstos en 

la ley, de forma tal que los requerimientos que allí se formulen no están amparados por el derecho 

fundamental de petición. Al respecto, en sentencia CC C-951-2014, el máximo órgano de cierre 

de la jurisdicción constitucional adoctrinó:  

 

[…] cuando allí se alude a la posibilidad de apelar al derecho de petición para formular denuncias 

e interponer recursos no hace referencia a aquellas denuncias que dan inicio a una actuación penal, 

ni la interposición de recursos incluye aquellos que en ejercicio del derecho a la defensa puedan 

instaurarse en el curso de las actuaciones judiciales, cuyo trámite se regirá por las reglas que 

particularmente fijen los procedimientos judiciales, toda vez que debe entenderse que el artículo 13 

que el legislador estatutario incorpora a la parte primera del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se aplica frente a las actuaciones 

administrativas, no así a los procesos judiciales.  

 

Frente a las segundas, al tratarse de asuntos meramente administrativos, se ha indicado que se 

enmarcan dentro de las prerrogativas del derecho de petición y están sujetas a sus plazos. En este 

sentido, mediante fallo CC T425 de 2011, la Corte Constitucional dispuso:  
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[…] como quiera que el núcleo esencial del derecho de petición y, por lo mismo, su satisfacción, 

radica en que la solicitud sea resuelta de manera pronta y oportuna, cuando se solicite un 

comportamiento específico de la autoridad correspondiente, el derecho solo queda satisfecho cuando 

tal actuación sea efectivamente materializada. Un ejemplo de lo anterior fue expuesto en la referida 

sentencia T-1124 de 2005, donde se indicó, en relación con la expedición de copias de actuaciones 

judiciales, que “(…) no resulta razonable sostener que la solicitud de expedición de copias 

auténticas resulta satisfecha simplemente con el auto del funcionario judicial, por cuanto el derecho 

que otorga el ordenamiento legal no sólo se orienta a la mera solicitud de los documentos sino a 

obtener su ¨expedición y entrega¨. Así, solamente hasta que se haya entregado la copia solicitada 

se protege de forma material este derecho, que encuentra su garantía constitucional en el debido 

proceso.  

 

De otro lado, esta Sala en providencias CSJ STL4477- 2014, STL15817-2017, STL15639-

2017 y de 15 de abr de 2020, rad. 88643, ha reiterado la obligación que tienen los jueces de dar 

respuesta dentro de los términos establecidos en la Ley 1755 de 2015, cuando lo solicitado sea la 

expedición de copias:  

 

[…] la petición de desarchivar un expediente con la consecuente solicitud de copias informales, tal 

como ocurre en el sub examine, «tiene naturaleza administrativa que recae en cabeza de la 

autoridad que lo tramitó y, por ende, no está sometida a las reglas procedimentales propias de la 

causa», así lo reseñó esta Sala de la Corte en providencia CSJ STL 3314-2017, en la cual se 

trajo a colación la sentencia CSJ STC, 15 abr. 2013, Rad. 00040-01. (sentencia CSJ 

STL15639-2017)  

 

De ahí que resulta importante indicar que en el sub litem, los requerimientos elevados por la parte 

actora de fechas 23 de marzo y 9 de junio de 2021, tienen como finalidad el impulso procesal, 

asunto que evidencia la naturaleza jurisdiccional de la solicitud elevada por la parte actora, y que, 

por ende, no se rige bajo las reglas del derecho de petición, tal y como pretende la accionante, y por 

ende, a autoridad judicial cuestionada no está en la obligación de dar respuesta a tales solicitudes.  

Por otra parte, tampoco existe una mora judicial injustificada por parte del juzgado accionado, en 

tanto que la mora judicial debe tener su origen en una conducta irregular, arbitraria y notoriamente 

injustificada, condiciones que esta Sala no encuentra acreditadas.  

 

En ese orden de ideas, es importante señalar que el juzgador constitucional carece de facultades 

para inmiscuirse en asuntos que son de exclusiva competencia de otros funcionarios judiciales, sin 

que le sea posible invadir el ámbito que la propia Constitución Política le ha reservado a estos, so 
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pena de violar los principios de autonomía e independencia judicial contemplados en los artículos 

228 y 230 de la Carta Política.  

 

En efecto, esta Sala de la Corte ha manifestado de manera reiterada y pacífica, entre otras, en 

sentencias CSJ STL, 1º nov. 2011, rad. 35101, CSJ STL3091-2016, CSJ STL6777-2016, 

CSJ STL12096-2017, STL5824-2018 y, recientemente, en CSJ STL1321-2019, que es 

improcedente que el juez de tutela disponga, con desconocimiento de la organización interna de cada 

despacho, que se profiera decisión dentro de un determinado proceso judicial, sin advertir 

previamente la cantidad de expedientes en ese estado o el orden de entrada del mismo para tal fin, 

pues el llamado a emitir la decisión no puede alterar el orden cronológico en que han ingresado los 

expedientes al despacho para los respectivos pronunciamientos o las fechas asignadas para proferir 

los mismos.  

 

Lo anterior, por estar expresamente prohibida esa conducta por el artículo 63 A de la Ley 270 

de 1993, adicionado por el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009, en concordancia con el artículo 

18 de la Ley 446 de 1998, consagrada también como falta disciplinaria susceptible de sanciones.  

 

Adicionalmente, se debe señalar que acceder a la solicitud de amparo generaría la vulneración del 

derecho a la igualdad de otras personas que, con anterioridad a la accionante y, por tanto, con un 

turno antepuesto, se encuentran en la misma condición de la gestora y a la espera de la emisión de 

su decisión…”. 

 

Se hace necesario referir, de forma adicional, que la jurisprudencia constitucional ha 

señalado que “…atendiendo la realidad del país, en la gran mayoría de casos el incumplimiento de los 

términos procesales no es imputable al actuar de los funcionarios judiciales. Así, por ejemplo, existen 

procesos en los cuales su complejidad requiere de un mayor tiempo del establecido en las normas y en la 

Constitución para su estudio, para valorar pruebas o para analizar la normatividad existente. Por ello, 

la jurisprudencia ha destacado que cuando la tardanza no es imputable al actuar del juez o cuando existe 

una justificación que explique el retardo, no se entienden vulnerados los derechos al debido proceso y al 

acceso a la administración de justicia…”. 

 

En los casos de mora judicial justificada, la Alta Corporación mencionada ha propuesto 

dos alternativas distintas de solución: “…en primer lugar, se ha limitado a negar la violación 

de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, por lo que se reitera la 
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obligación de someterse al sistema de turnos, en términos de igualdad1. En segundo lugar, se ha 

ordenado excepcionalmente la alteración del orden para proferir el fallo, cuando el Juez está en 

presencia de un sujeto de especial protección constitucional, o cuando la mora judicial 

supere los plazos razonables y tolerables de solución, en contraste con las condiciones de espera particulares 

del afectado2…”. (Rayas intencionales) 

 

En criterio del alto Tribunal, “…el sistema de turnos ideado por el Legislador, “garantiza 

la igualdad, el debido proceso y la efectividad de acceso a la administración de justicia, al 

paso que contribuye a racionalizar la prestación del servicio de administrar justicia.”3 Pese 

a la importancia de este sistema, el propio legislador consagra excepciones. Así, en primer 

lugar, de acuerdo con el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, en la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa se podrá modificar el orden de fallo, atendiendo la naturaleza de los 

asuntos o cuando el Ministerio Público lo solicite, con ocasión de la importancia jurídica 

y trascendencia social de la decisión4. En segundo lugar, el artículo 63A de la Ley 270 de 

1996, faculta a los magistrados de las Altas Cortes para que señalen, en ciertos casos 

excepcionales, que procesos se fallan de manera preferente5…”. (Las anteriores citas 

corresponden a la Sentencia T-230 de 18 de abril de 2013) 

                                                 
1 Véase, por ejemplo, las Sentencias T-668 de 1996, T-243 de 2000, T-1249 de 2004 y T-366 de 2005.  
2 Sobre este punto se pueden consultar, entre otras, las Sentencias T-708 de 2006, T-220 de 2007 y T-945A de 

2008. En esta última se dijo que: “[La] jurisprudencia constitucional ha admitido la procedencia excepcional 

de la acción de tutela para obtener la alteración de los turnos regulares de producción de fallos en casos de 

mora judicial justificada. La Corte ha señalado algunos criterios de análisis que permiten identificar cuándo 

la mora judicial justificada puede poner en grave riesgo los derechos fundamentales de los usuarios de la 

administración de justicia. La Corte ha sido estricta en la fijación de dichos criterios porque entiende que la 

alteración del sistema de turnos implica una evidente perturbación del derecho de igualdad que dicho sistema 

pretende garantizar, pues todos los usuarios de la administración de justicia tienen derecho a que su litigio se 

resuelva en el orden en que vaya siendo conocido por los funcionarios competentes. (…) Con todo, esta Sala 

considera que el juez de tutela debe observar una prudencia extrema al aplicar la jurisprudencia recientemente 

citada. En efecto, la crisis judicial por causa de la hiperinflación procesal afecta por igual a todos los titulares 

de derechos litigiosos. Virtualmente, todas las personas que esperan un fallo judicial tienen comprometidos 

sus intereses personales en la pretensión que elevan o contra la que se defienden, y no es inusual que dichas 

personas sean sujetos de especial protección, personas de la tercera edad, niños, sujetos discapacitados, etc. 

(…)De allí la necesidad de que la alteración de la fila responda a una situación real, verídica, comprobada y 

grave, que haga inminente la necesidad del fallo porque de la realidad del caso se deduzca que la omisión del 

mismo puede derivar directamente en una afectación definitiva de un derecho fundamental de una persona 

puesta en condiciones de debilidad manifiesta.” 
3 Sentencia T-220 de 2007. 
4 En la Sentencia C-248 de 1999, previamente citada, se señaló que esta excepción se ajusta al orden 

constitucional, por las siguientes razones: por una parte, porque los procesos ante dicha jurisdicción involucran 

el interés general al ser litigios contra el Estado y, por la otra, porque establecer excepciones al orden de llegada 

en otras jurisdicciones, puede conducir a la inoperancia de la regla dentro del sistema. 
5 La norma en cita establece que: “Artículo 63A. Del orden y prelación de turnos. <artículo condicionalmente 

exequible> <Artículo adicionado por el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo texto es el siguiente:> 

Cuando existan razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional, o 

en el caso de graves violaciones de los derechos humanos, o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de 

especial trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, Secciones 

o Subsecciones del Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura o la Corte 

Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberán ser tramitados y fallados preferentemente. Dicha 

actuación también podrá ser solicitada por el Procurador General de la Nación. 

Igualmente, las Salas o Secciones de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y del Consejo 

Superior de la Judicatura podrán determinar motivadamente los asuntos que por carecer de antecedentes 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2009/ley_1285_2009.html#16
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Se advierte, además, que una petición similar formulada por la parte demandante, 

fue resuelta mediante Auto de 20 de enero de la anualidad que avanza.  

 

 

Jaime Alberto Aristizábal Gómez   

Magistrado 

 
 

 

                                                 
jurisprudenciales, su solución sea de interés público o pueda tener repercusión colectiva, para que los 

respectivos procesos sean tramitados de manera preferente. 

Los recursos interpuestos ante la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la 

Judicatura, cuya resolución íntegra entrañe sólo la reiteración de jurisprudencia, podrán ser decididos 

anticipadamente sin sujeción al orden cronológico de turnos. 

Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas o las Secciones del Consejo de Estado, la 

Corte Constitucional y el Consejo Superior de la Judicatura; las Salas de los Tribunales Superiores y de los 

Tribunales Contencioso-Administrativos de Distrito podrán determinar un orden de carácter temático para la 

elaboración y estudio preferente de los proyectos de sentencia; para el efecto, mediante acuerdo, fijarán 

periódicamente los temas bajo los cuales se agruparán los procesos y señalarán, mediante aviso, las fechas de 

las sesiones de la Sala en las que se asumirá el respectivo estudio. 

Parágrafo 1o. Lo dispuesto en el presente artículo en relación con la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo se entenderá sin perjuicio de lo previsto por el artículo 18 de la Ley 446 de 1998. 

Parágrafo 2o. El reglamento interno de cada corporación judicial señalará los días y horas de cada semana 

en que ella, sus Salas y sus Secciones, celebrarán reuniones para la deliberación de los asuntos jurisdiccionales 

de su competencia, sin perjuicio que cada Sala decida sesionar con mayor frecuencia para imprimir celeridad 

y eficiencia a sus actuaciones. 

Parágrafo 3o. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentará los turnos, jornadas 

y horarios para garantizar el ejercicio permanente de la función de control de garantías. En este sentido no 

podrá alterar el régimen salarial y prestacional vigente en la Rama Judicial.”  

EL SECRETARIO DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE MEDELLÍN – SALA 

LABORAL - HACE CONSTAR  

 

Que la presente providencia se notificó por estados  

N ° 151 de Agosto 26 de 2022  

 

consultable aquí: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/tribunal-
superior-de-medellin-sala-laboral/130 
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